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BOLETÍN INFORMATIVO* 
 

 

 

SENTENCIA 

SALA CONSTITUCIONAL 

TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA 

 

CONSTITUCIONALIDAD DEL DECRETO N° 2.323 

ESTADO DE EXCEPCIÓN Y DE LA EMERGENCIA ECONÓMICA 

 

En fecha 19 de mayo de 2016, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, con 

ponencia conjunta, expediente número 16.0470, dictó sentencia en la que declaró la 

constitucionalidad del Decreto N° 2.323, dictado por el Presidente de la República Bolivariana 

de Venezuela, mediante el cual se declara el Estado de Excepción y de la Emergencia 

Económica, y declara que el mismo entró en vigencia desde que fue dictado y que su legitimidad, 

validez, vigencia y eficacia jurídico-constitucional se mantiene irrevocablemente incólume, 

conforme a lo previsto en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela.  

La Sala estableció: 

“…En conclusión, evidencia esta Sala que el Decreto en cuestión cumple con los 

principios y normas contenidas en la Constitución de la República Bolivariana de 

Venezuela, en tratados internacionales sobre derechos humanos válidamente 

suscritos y ratificados por la República, y en la Ley Orgánica sobre Estados de 

Excepción. 

En fuerza de las anteriores consideraciones, esta Sala Constitucional debe 

pronunciarse afirmativamente respecto de la constitucionalidad del Decreto n.° 

2.323, mediante el cual se declara el Estado de Excepción y de la Emergencia 

Económica, dadas las circunstancias extraordinarias de orden social, económico, 

político, natural y ecológicas que afectan gravemente la economía nacional, 

publicado en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela n.° 6.227 

Extraordinario del 13 de mayo de 2016, en la medida en que cumple los extremos de 

utilidad, proporcionalidad, tempestividad, adecuación, estricta necesidad para 

solventar la situación presentada y de completa sujeción a los requisitos 

constitucionales, dirigiéndose a adoptar las medidas oportunas que permitan atender 
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eficazmente la situación excepcional, extraordinaria y coyuntural que afectan la vida 

económica de la Nación, tanto de índole climático, económico y político, afectando 

el orden constitucional, la paz social, la seguridad de la Nación, las Instituciones 

Públicas, y a los ciudadanos y ciudadanas, por lo cual se circunscribe a una de las 

diversas clasificaciones contempladas en el artículo 338 de la Constitución de la 

República Bolivariana de Venezuela. 

Ello así, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala Constitucional, establece la 

constitucionalidad del Decreto n.°2.323, dictado por el Presidente de la República, 

mediante el cual declara el Estado de Excepción y de la Emergencia Económica, 

dadas las circunstancias extraordinarias de orden social, económico, político, natural 

y ecológicas que afectan gravemente la economía nacional, publicado en la Gaceta 

Oficial de la República Bolivariana de Venezuela n.° 6.227 Extraordinario del 13 de 

mayo de 2016, que deberá ser acatado y ejecutado por todo el Poder Público y la 

colectividad, conforme a sus previsiones y al resto del orden constitucional y jurídico 

en general, para alcanzar cabalmente sus cometidos. Así se decide. 

Por otra parte, resulta notoriamente comunicacional que el Presidente de la República 

anunció, el 11 de mayo de 2016, que “mantendría activado el decreto de emergencia 

económica”: 

Maduro anunció que mantendrá activado el Decreto de Emergencia Económica 

todo el año 

Fuente: Nathalie Bravo M.  11-05-2016 04:16PM 

… 

El presidente de la República Nicolás Maduro informó que en los próximos días 

extenderá el Decreto de Emergencia Económica y lo mantendrá vigente por todo este 

año. 

"En los próximos días voy a renovar el decreto de emergencia económica para seguir 

enfrentando los problemas con la Constitución y el poder que me da el estado de 

excepción", dijo 

“Todo este año lo tendré activado para tener aquí en la mano la respuesta a la crisis”, 

afirmó el mandatario al recibir a un grupo de beneficiarios de la Gran Misión 

Vivienda Venezuela. 

El decreto requiere la aprobación de la Asamblea Nacional,. Sin embargo, en enero, 

al ser rechazada por el parlamento, la ley fue al Tribunal Supremo de Justicia que la 

declaró vigente. 

El Decreto de Emergencia Económica, dictada el pasado 11 de marzo, expiró el lunes 

luego de que el Tribunal Supremo de Justicia (TSJ) declarara constitucional la 

prórroga de 60 días solicitada por el presidente Nicolás Maduro. 
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Factores de la oposición y del gobierno deberán hacer un balance para determinar si 

el Decreto de Emergencia Económica cumplió con lo planteado por el Ejecutivo 

Nacional, publicó El Nacional. 

http://globovision.com/article/maduro-anuncio-que-mantendra-activado-el-decreto-

de-emergencia-economica-todo-el-ano 

También es notoriamente comunicacional que el pasado 13 de mayo fue aprobado 

“nuevo decreto de emergencia económica”: 

Aprueban nuevo decreto de Emergencia Económica 

Publicado el: Viernes, 13 de Mayo del 2016 // Autor: AVN 

Adelantó que podría prorrogar el decreto hasta fin de año si es necesario © AVN 

El presidente de la República, Nicolás Maduro, decretó este viernes un nuevo Estado 

de Excepción Constitucional y de Emergencia Económica, que tendrá una vigencia 

de 60 días. 

Maduro aseguró que este documento lo faculta "para derrotar el golpe de Estado, la 

guerra económica, para estabilizar socialmente a nuestro país y para enfrentar todas 

las amenazas nacionales e internacionales que hay contra nuestra patria en este 

momento". 

Agregó que el nuevo decreto es "más completo, más integral de protección de 

nuestro pueblo, de garantía de paz, de garantía de estabilidad que nos permita durante 

este mes de mayo, junio y julio (...) recuperar las capacidades productivas del país, 

atender nuestro pueblo, fortalecer las Clap (Comités locales de abastecimiento y 

producción), fortalecer los elementos de las misiones y grandes misiones". 

Sobre el antiguo decreto, que se vencía este mismo viernes, Maduro afirmó que "ha 

dado resultados", pero era necesario extender la medida para proteger al pueblo. 

http://www.primicia.com.ve/nacion/maduro-aprueba-nuevo-decreto-de-emergencia-

economica.html#sthash.W03qiBtZ.dpuf 

Esa última información, al igual que otras tantas, coinciden con precisión con la 

fecha del decreto sub examine, la cual guarda armonía con la fecha de la Gaceta 

Oficial en la cual fue publicado. 

Al respecto, también es notoriamente comunicacional que el día 16 de mayo de 2016, 

la Asamblea Nacional publicó el único punto del orden del día 17 de ese mismo mes 

y año, que es del siguiente tenor: “Orden del Día. Considerar el Decreto de fecha 

viernes 13 de mayo de 2016, publicado en la Gaceta Oficial de la República 

Bolivariana de Venezuela N° 6.227 Extraordinario, de la misma fecha, mediante el 

cual se declara el Estado de Excepción y de la Emergencia Económica, dadas las 

circunstancias extraordinarias de orden Social, Económico, Político, Natural y 

Ecológicas que afectan gravemente la Economía Nacional, de conformidad con lo 
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establecido en el artículo 339 de la Constitución de la República Bolivariana de 

Venezuela y el artículo 27 de la Ley Orgánica sobre Estados de Excepción”. 

En tal sentido, el artículo 27 de la Ley Orgánica sobre Estados de Excepción, dispone 

lo siguiente: 

Artículo 27. El decreto que declare el estado de excepción, la solicitud de prórroga o 

aumento del número de garantías restringidas, será aprobado por la mayoría absoluta 

de los diputados y diputadas presentes en sesión especial que se realizará sin previa 

convocatoria, dentro de las cuarenta y ocho horas de haberse hecho público el 

decreto. 

Si por caso fortuito o fuerza mayor la Asamblea Nacional no se pronunciare dentro 

de los ocho días continuos siguientes a la recepción del decreto, éste se entenderá 

aprobado. 

Con relación a esa norma, en sentencia  n° 7 dictada por esta Sala el 11 de febrero de 

2016, se asentó lo siguiente: 

“…Al respecto, debe indicarse que en lo que concierne al control político, deberá 

ser “aprobado por la mayoría absoluta de los diputados y diputadas presentes en 

sesión especial que se realizará sin previa convocatoria, dentro de las cuarenta y 

ocho horas de haberse hecho público el decreto” (artículo 27, párrafo primero Ley 

Orgánica sobre Estados de Excepción); norma que, por notoriedad comunicacional, 

advierte esta Sala, no fue cumplida por la Asamblea Nacional, circunstancia que 

vulneró la legalidad procesal, la seguridad jurídica y el debido proceso consagrado 

en el artículo 49 Constitucional, pilares fundamentales del Estado Constitucional de 

Derecho (vid. arts. 2, 7, 137, 334, 335 y 336 del Texto Fundamental), viciando de 

nulidad por inconstitucionalidad el proceso que culminó con el constitucionalmente 

írrito acuerdo dictado por la máxima representación del Poder Legislativo 

Nacional, el 22 de enero de 2016. 

Ciertamente, el lapso máximo para su decisión es de ocho (8) días, pero para que la 

Asamblea pueda pronunciarse con posterioridad a las 48 horas indicadas en el 

párrafo inicial del artículo 27, debe cumplirse con la realización de la sesión 

especial, que además solo puede tratar ese único objeto – artículo 59 del 

Reglamento Interior y de Debates de la Asamblea Nacional- y, de ser necesario, 

acordar una prórroga debidamente justificada para considerar el decreto con 

posterioridad al aludido lapso, pero dentro de los ocho (8) días, salvo caso fortuito o 

fuerza mayor (artículo 27 in fine). Tal interpretación es lógica y congruente, pues de 

lo contrario estaríamos en presencia de una antinomia al interior del citado artículo 

27. 

En consecuencia, al no haber cumplido con la consideración del decreto dentro de 

las cuarenta y ocho (48) horas de haberse hecho público el decreto (14 de enero de 

2016), la Asamblea Nacional omitió una forma jurídica esencial contemplada en la 
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ley y reconocida por la jurisprudencia de esta Sala Constitucional en sentencia n.° 

3567 del 6 de diciembre de 2005, cuya consecuencia lógica es la del silencio positivo 

(vid. artículo 27 Ley Orgánica sobre Estados de Excepción). En efecto, el legislador 

pautó claramente la realización de una sesión especial sin previa convocatoria, 

dentro de las cuarenta y ocho horas para su aprobación. Por otra parte, la misma 

disposición da valor positivo a la omisión de la Asamblea Nacional, lo cual es 

concordante con la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. 

En vista de lo expuesto, la Sala observa que la Asamblea Nacional no cumplió 

oportunamente y, en fin, dentro de los límites constitucionales y legales, con el 

control político del referido decreto; y al haber realizado la Sala Constitucional el 

control jurisdiccional dentro del lapso contemplado en el Título II, capítulo IV de la 

Ley Orgánica sobre Estados de Excepción, es decir, dentro de los ocho (8) días 

continuos siguientes a aquel en que se haya dictado (artículo 31 Ley Orgánica sobre 

Estados de Excepción), previo agotamiento del lapso de cinco (5) días para que los 

interesados consignaran ante la Sala alegatos y elementos de convicción para 

demostrar la constitucionalidad o inconstitucionalidad del decreto, en cuyo caso 

estaba obligada a tramitarlos (artículos 33 y 36 Ley Orgánica sobre Estados de 

Excepción); no existe objetivamente, además, controversia constitucional entre 

órganos del Poder Público que resolver con relación a esa situación fáctica, a pesar 

de la írrita decisión negativa de la Asamblea Nacional pronunciada el día 22 de 

enero de 2016, que debe entenderse como inexistente y sin ningún efecto jurídico-

constitucional. 

En efecto, el Poder Ejecutivo ejerció su competencia de dictar el decreto de 

emergencia económica, el Poder Legislativo no cumplió con su obligación de 

considerarlo en sesión especial dentro de las 48 horas después de haberse hecho 

público el decreto y la Sala Constitucional ejerció su atribución de declarar la 

constitucionalidad del mismo de manera oportuna, mediante sentencia n.° 4 del 20 

de enero de 2016, en el expediente n.° 16-0038. 

De lo expuesto se concluye que la Asamblea Nacional no acató lo dispuesto en el 

artículo 27 de la Ley Orgánica sobre Estados de Excepción, configurando su 

silencio y ulterior actuación intempestiva y jurídicamente defectuosa, una 

aquiescencia con el decreto de emergencia económica. Por lo tanto, habiéndole 

dado esta Sala su conformidad constitucional al mismo, se ratifica su vigencia por el 

lapso constitucionalmente establecido. 

 (…) 

Por las razones precedentemente expuestas, esta Sala Constitucional del Tribunal 

Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República por 

autoridad de la Ley: 

1.- Se declara COMPETENTE para conocer la presente demanda de interpretación 

constitucional. 
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2.- ADMITE la demanda incoada, la resuelve de mero derecho y declara la urgencia 

del presente asunto. 

3.- RESUELVE, de conformidad con las consideraciones vertidas en la parte motiva 

de este fallo, la interpretación solicitada y, en consecuencia, establece lo siguiente: 

3.1.- El control político de la Asamblea Nacional sobre los decretos que declaran 

estados de excepción no afecta la legitimidad, validez, vigencia y eficacia jurídica de 

los mismos; y el Texto Fundamental prevé de forma expresa que la Asamblea 

Nacional puede revocar la prórroga del decreto de estado de excepción, antes del 

término señalado, al cesar las causas que lo motivaron, actuación que pudiera ser 

objeto de control de la constitucionalidad por parte de esta Sala, sea, por ejemplo, 

como acción en ejecución directa e inmediata de la Constitución o como 

controversia constitucional entre poderes públicos. 

3.2.- El Decreto n.° 2.184, publicado en Gaceta Oficial de la República Bolivariana 

de Venezuela bajo el n.° 6.214 Extraordinario el 14 de enero de 2016, mediante el 

cual el Presidente de la República, Nicolás Maduro, en uso de sus facultades 

constitucionales, declaró el estado de emergencia económica en todo el territorio 

nacional, durante un lapso de 60 días, entró en vigencia desde que fue dictado y su 

legitimidad, validez, vigencia y eficacia jurídico-constitucional se mantiene 

irrevocablemente incólume, conforme a lo previsto en el Texto Fundamental.  

3.3.- En lo que concierne al control político, deberá ser “aprobado por la mayoría 

absoluta de los diputados y diputadas presentes en sesión especial que se realizará 

sin previa convocatoria, dentro de las cuarenta y ocho horas de haberse hecho 

público el decreto” (artículo 27, párrafo primero Ley Orgánica sobre Estados de 

Excepción); norma que, por notoriedad comunicacional, advierte esta Sala, no fue 

cumplida por la Asamblea Nacional, circunstancia que vulneró la legalidad 

procesal, la seguridad jurídica y el debido proceso consagrado en el artículo 49 

Constitucional, pilares fundamentales del Estado Constitucional de Derecho (vid. 

arts. 2, 7, 137, 334, 335 y 336 del Texto Fundamental), viciando de nulidad por 

inconstitucionalidad el proceso que culminó con el constitucionalmente írrito 

acuerdo dictado por la máxima representación del Poder Legislativo Nacional, el 22 

de enero de 2016. 

3.4.- El lapso máximo para su decisión es de ocho (8) días, pero para que la 

Asamblea pueda pronunciarse con posterioridad a las 48 horas indicadas en el 

párrafo inicial del artículo 27, debe cumplirse con la realización de la sesión 

especial,que además solo puede tratar ese único objeto – artículo 59 del Reglamento 

Interior y de Debates de la Asamblea Nacional- y, de ser necesario, acordar una 

prórroga debidamente justificada para considerar el decreto con posterioridad al 

aludido lapso, pero dentro de los ocho (8) días, salvo caso fortuito o fuerza mayor 

(artículo 27 in fine). 
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3.5.- La Asamblea Nacional no cumplió oportunamente y, en fin, dentro de los 

límites constitucionales y legales, con el control político del referido decreto; y al 

haber realizado la Sala Constitucional el control jurisdiccional dentro del lapso 

contemplado en el Título II, capítulo IV de la Ley Orgánica sobre Estados de 

Excepción, es decir, dentro de los ocho (8) días continuos siguientes a aquel en que 

se haya dictado (artículo 31 Ley Orgánica sobre Estados de Excepción), previo 

agotamiento del lapso de cinco (5) días para que los interesados consignaran ante la 

Sala alegatos y elementos de convicción para demostrar la constitucionalidad o 

inconstitucionalidad del decreto, en cuyo caso estaba obligada a tramitarlos 

(artículos 33 y 36 Ley Orgánica sobre Estados de Excepción)…”. 

Ahora bien, visto que en el presente caso la Asamblea Nacional nuevamente 

contrarió la norma prevista en el artículo 27 de la Ley Orgánica sobre Estados de 

Excepción, “configurando su silencio y ulterior actuación intempestiva y 

jurídicamente defectuosa, una aquiescencia con el decreto”, debe declararse que por 

imperativo de ley convalidó este nuevo decreto, de forma similar a como lo hizo en 

el caso referido en la sentencia transcrita,  circunstancia que vulneró la legalidad 

procesal, la seguridad jurídica y el debido proceso consagrado en el artículo 49 

Constitucional, pilares fundamentales del Estado Constitucional de Derecho (vid. 

arts. 2, 7, 137, 334, 335 y 336 del Texto Fundamental), viciando de nulidad por 

inconstitucionalidad el proceso que culminó con el constitucionalmente írrito 

acuerdo dictado por la máxima representación del Poder Legislativo Nacional, el 17 

de mayo de 2016 (ver http://www.asambleanacional.gob.ve/noticia/show/id/15241). 

Asimismo, debe señalarse que el Decreto n.° 2.323, dictado por el Presidente de la 

República Bolivariana de Venezuela, mediante el cual se declara el Estado de 

Excepción y de la Emergencia Económica, dadas las circunstancias extraordinarias 

de orden social, económico, político, natural y ecológicas que afectan gravemente la 

Economía Nacional, publicado en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de 

Venezuela n.° 6.227 Extraordinario del 13 de mayo de 2016, entró en vigencia desde 

que fue dictado y su legitimidad, validez, vigencia y eficacia jurídico-constitucional 

se mantiene irrevocablemente incólume, conforme a lo previsto en el Texto 

Fundamental (sobre las consecuencias del control jurídico y el control político, así 

como de otros temas vinculados al presente asunto, ver sentencias dictadas por esta 

Sala bajo los nros. 7 del 11 de febrero de 2016 y 9 del 1 de marzo de 2016). Este 

pronunciamiento no prejuzga sobre la constitucionalidad de las actuaciones que se 

desplieguen en el contexto del decreto sub examine (vid. Sentencia n° 184 del 17 de 

marzo de 2016, entre otras). 

Finalmente, esta Sala reitera que, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 334 

y 335 de la Constitución, le corresponde garantizar la supremacía y efectividad de las 

normas y principios fundamentales, en su condición de máxima y última intérprete de 

la Constitución. En consecuencia, sus decisiones sobre dichas normas y principios son 
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estrictamente vinculantes en función de asegurar la protección y efectiva vigencia de la 

Carta Fundamental. 

Por último, se ordena la publicación de la presente decisión en la Gaceta Oficial de la 

República Bolivariana de Venezuela, en la Gaceta Judicial y en la página web de este 

Tribunal Supremo de Justicia….” 

Para revisar la sentencia completa, pulse aquí o siga el siguiente vínculo: 

http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/mayo/187854-411-19516-2016-16-0470.HTML. 

19 de mayo de 2015 

 

*El presente boletín fue preparado y divulgado por ZAIBERT & ASOCIADOS. Su propósito es difundir 

información de interés general en materia jurídica. El contenido de este informe no puede ser interpretado como 

una recomendación o asesoría para algún caso específico. Se recomienda consultar especialistas en la materia 

para la aplicación de su contenido. Quedan expresamente reservados todos los derechos. 
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